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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano BRAYNER ALBERTO CARDONA GIL por intermedio de apoderada judicial contra el Ministerio de Defensa- Policía Nacional, la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, la Junta Médico Laboral Militar o de Policía, y el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la salud y a la seguridad.
2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que se aporta en la demanda de tutela se puede concretar así: (i) el señor CARDONA GIL se vinculó a la Policía Nacional como auxiliar desde diciembre 14 de 2010, época en la que tenía 21 años de edad; (ii) desde enero 21 de 2011 presentó quebrantos de salud que lo obligaron a acudir constantemente a consultas médicas y al servicio de urgencias, a raíz de los cuales fue hospitalizado en varias ocasiones, luego le practicaron cirugía de “neumenectomía total del campo pulmón derecho”, y finalmente le diagnosticaron cáncer de pulmón; (iii) a consecuencia de la referida intervención se le otorgó incapacidad laboral de 30 días, la cual hasta el momento no le ha sido pagada, y tampoco le fueron expedidas las demás incapacidades que debieron generarse hasta que estuvo como cotizante activo de la EPS de sanidad de la Policía Nacional -junio 24 de 2016-; (iv) en diciembre 10 de 2015 la Junta Médico Laboral mediante acta N° 10780 lo calificó con una invalidez del 100%, pero no estableció la fecha de estructuración, decisión que le fue notificada en diciembre 21 de 2015; (v) en la valoración de mayo 23 de 2016 con el hematólogo oncólogo y en la de junio 16 de 2016 con el neumólogo, ambos profesionales determinaron que debe continuar con los controles en forma indefinida debido al alto riesgo de recaída, y el último de éstos le ordenó nueva evaluación por broncoscopia, biopsia y cita para revisar los resultados; y (vi) en abril 25 de 2016 le expidieron una constancia para acceder a los servicios médicos y reclamar fármacos hasta junio 24 de 2016, en la que se consignó que está en proceso de retiro y por ello en dicha fecha le suspendieron definitivamente la atención, determinación con la que se pone en riesgo su vida debido a su delicado estado de salud.
Con fundamento en lo anterior solicitó el amparo del derecho a la salud y a la seguridad social, y en consecuencia se ordene: (i) brindarle al actor la atención médica necesaria, la práctica de exámenes, entrega de medicamentos, tratamientos, terapias, cirugías, traslados, viáticos, y demás, prescritos por los médicos y especialistas tratantes con ocasión de su patología actual; (ii) el pago y reconocimiento del subsidio por incapacidad generado hasta la fecha, y el que se genere a futuro como consecuencia de la enfermedad que padece; (iii) a la Junta Médico Laboral de Policía que establezca la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral del señor CARDONA GIL;  (iv) otorgarle la pensión de invalidez al accionante, en virtud de la calificación del 100% de discapacidad; y (v) como medida provisional a la Dirección Seccional de Sanidad de Risaralda prestarle al tutelante los servicios prioritarios para el diagnóstico alertado por los especialistas.
3.- CONTESTACIÓN

- La Jefe de la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda (e) indicó que el accionante se encuentra retirado desde junio 25 de 2016, fecha en la cual terminó su periodo de protección.

Se verificó con el área de medicina laboral sobre el estado de su proceso, y el mismo fue terminado, toda vez que ya se realizó Junta Médica Laboral en la que se le otorgó un 100% de invalidez, y contra dicha calificación una vez notificado el auxiliar, podía presentar recurso de apelación ante el Tribunal Médico Laboral dentro de los 4 meses siguientes, razón por la que la decisión no queda en firme sino una vez expire ese plazo, y luego de ello se envía a la Dirección de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional para tramitar la pensión de invalidez, por lo que se debe dar traslado de la acción a esa dependencia.
Los servicios de salud que presta esa dirección constituyen un derecho accesorio a la pensión -cita el aparte pertinente de los artículos 23 y 24 del Decreto 1795/00-, por lo que esa institución debe ceñirse a los lineamientos estipulados para la atención integral de los usuarios.
Esa Dirección de Sanidad no ha incurrido en ninguna actuación que vulnere los derechos fundamentales del tutelante, por el contrario, ha sido puntual en la observancia de la legislación vigente y aplicable en materia de procedimientos médicos de acuerdo a las normas que rigen estos actos, y le brindó al accionante la atención médica requerida durante el tiempo que estuvo afiliado.
Por lo anterior, solicita negar por improcedente el amparo impetrado.

- La Jefe del Grupo de Orientación e Información de la Secretaría General de la Policía Nacional señaló que esa entidad se opone a la totalidad de las prestaciones formuladas por el demandante, y solicitó declararlas infundadas y/o improcedentes. Como fundamento de su petición expuso:

Lo atinente a las incapacidades no puede ser reconocido por la Policía Nacional, toda vez que el señor BRAYNER ALBERTO CARDONA GIL, como él mismo lo reconoce, se encuentra desvinculado de esa institución.

De conformidad con la Junta Médico Laboral N° 10780 de diciembre 10 de 2015, el accionante tiene derecho a que se le reconozca pensión de invalidez, acorde con lo consagrado en el artículo 2 del Decreto 1157/14.
Cuando las autoridades médico laborales profieren sus actos administrativos, los mismos son susceptibles de recurso ante el Tribunal Médico Laboral, es decir, que si el accionante no estaba de acuerdo con lo resuelto por las autoridades debió presentar la correspondiente impugnación. Una vez el acto administrativo quedó en firme, es decir, en abril 15 de 2016, la Policía Nacional inició el trámite respectivo para proyectar el acto administrativo y realizar el correspondiente reconocimiento pensional, para lo cual según lo establecido en la Sentencia SU-975/03 se cuenta con  un término de 4 meses una vez presentada la solicitud, los cuales vencen en este caso en agosto 15 de 2016, contados a partir de la ejecutoria de la calificación, puesto que el actor no elevó petición concreta en ese sentido.

Pese lo anterior, en atención a las diferentes circunstancias demostradas en el proceso en relación con el estado de salud del accionante, la Policía Nacional ya elaboró la Resolución mediante la cual se reconocerá la pensión de invalidez, la cual se encuentra pendiente de firma del Subdirector General de la entidad, para posteriormente ser notificada al beneficiario.
En conclusión, la acción no tiene vocación de prosperidad porque no es posible el reconocimiento de subsidio de incapacidad, el cual no tiene sustento para el personal de retirado de la Policía Nacional, y porque no existe vulneración alguna a los derechos invocados. 
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales a la salud, y a la seguridad social del tutelante; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En el presente caso el ciudadano BRAYNER ALBERTO CARDONA GIL por intermedio de apoderada judicial acude ante el juez constitucional con el fin de que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus garantías fundamentales a la salud y a la seguridad social, y en ese sentido indicó que a pesar de ser diagnosticado con cáncer de pulmón y calificado por la Junta Médico Laboral Militar o de Policía con un 100% de pérdida de capacidad laboral -aunque no se determinó la fecha de estructuración-, se le suspendieron en forma definitiva los servicios de salud desde junio 25 de 2016, aún no se le ha reconocido la pensión de invalidez, y tampoco le han pagado la incapacidad que se le expidió en septiembre 06 de 2012 con ocasión de la cirugía “neumenectomia total de campo pulmón derecho” practicada en esa fecha, ni se le generaron las demás incapacidades que correspondían durante el tiempo en que estuvo como cotizante activo de esa institución. 
De acuerdo con la situación puesta de presente en la demanda de tutela y según las pruebas aportadas a la misma, desde un principio advirtió esta Sala que los derechos invocados por el actor en efecto fueron vulnerados con la actuación de la Dirección Nacional y la Dirección Seccional de la Policía Nacional, toda vez que suspendieron en forma definitiva los servicios de salud al señor BRAYNER ALBERTO, sin tener en consideración su condición de sujeto de especial protección y su delicada situación de salud, la cual precisamente dio lugar a que fuera calificado con un 100% de pérdida de capacidad laboral.

Las EPS tanto del Sistema General de Seguridad Social en Salud como del régimen especial que rige para la Fuerzas Militares y la Policía Nacional tienen el deber de garantizar la continuidad
 en la atención a sus afiliados, con mayor razón si éstos padecen de una enfermedad catastrófica, como el aquí accionante. Adicionalmente, las decisiones de esas entidades de suspender la prestación del servicio o desafiliar a una persona del sistema no pueden adoptarse de manera unilateral y caprichosa, pues siempre habrá de garantizarse el debido proceso a los afiliados
, lo cual tampoco se hizo en este caso. 
Ahora, el hecho de que se encuentre en trámite el reconocimiento pensional que por invalidez corresponde al referido ciudadano, no puede ser una justificación para el actuar negligente e indolente de las citadas dependencias, pues se sabe que hasta el momento no le ha sido reconocida esa prestación, y en todo caso de ninguna manera podían suspendérsele los servicios médicos al tutelante debido a la delicada patología que presenta, máxime que los especialistas tratantes advirtieron en las últimas valoraciones -mayo 23 y junio 16 de 2016- que debía continuar en controles por alto riesgo de caída, para lo cual se le ordenaron varios exámenes.
Bajo esas circunstancias, se adoptará como definitiva la medida provisional decretada por auto de julio 12 de 2016, y se dispondrá que la Dirección Nacional de Sanidad y la Dirección Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, le presten en forma integral al señor CARDONA GIL los servicios de salud, en especial los que le sean prescritos por los galenos y especialistas tratantes a consecuencia de la patología que actualmente presenta “tumor maligno del lóbulo medio, del bronquio o pulmón”, es decir, citas médicas especializadas, medicamentos, exámenes, cirugías, entre otros, que tengan relación directa con su padecimiento.
En lo tocante al tema de las incapacidades, pese a que en la demanda no se aportó el certificado de septiembre 06 de 2012 que le fue generado al actor con ocasión de la realización del procedimiento de “neumenectomia total del campo pulmón derecho”, lo que impide que se ordene el pago de la misma por esta vía, debe decir el Tribunal que es un aspecto en el que le asiste razón al tutelante, ya que se advierte que los galenos adscritos a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional se abstuvieron de expedirle las restantes incapacidades, pues se sabe que éste no pudo volver a laborar después de practicada esa cirugía, de lo que se infiere que las mismas debieron ser otorgadas por lo menos hasta que la Junta Médica Laboral Militar o de Policía determinó la invalidez del 100%, omisión que generó una afectación del mínimo vital del accionante al no recibir ningún tipo de ingreso durante el citado periodo. Incluso, el artículo 29 del Decreto 1796/00 establece que cuando la incapacidad sea igual o superior a 3 meses, continuos o discontinuos en un 1 año contado a partir de la fecha de expedición de la primera excusa, se realizará la valoración por parte de una Junta Médico Laboral, y precisamente ello fue lo que ocurrió en el presente asunto.
Acorde con lo anterior, no es de recibo el argumento planteado por la Jefe del Grupo de Orientación e Información de la Secretaría General de la Policía Nacional, puesto que si bien el señor BRAYNER ALBERTO se encuentra desvinculado de esa entidad desde junio 25 de 2016, ello no exime el pago de las incapacidades generadas y las que debieron expedirse por su condición de salud durante el tiempo que perteneció a esa institución, a consecuencia de lo cual se ordenará  a la Policía Nacional que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación, se pronuncie al respecto mediante acto motivado.   
De otra parte, en lo atinente a la fecha de estructuración de la invalidez, considera la Colegiatura que tal situación también constituye una afectación a la seguridad social del accionante, ya que al no determinarse ese aspecto no puede saberse desde qué momento debe hacerse el reconocimiento pensional y con fundamento en qué normativa. Y si bien el señor CARDONA GIL no elevó recurso contra el acta en la que la Junta Médico Laboral Militar o de Policía calificó su invalidez y se abstuvo de referirse a ese punto, al tratarse de una omisión que va en detrimento de las garantías fundamentales del actor, debe ordenarse su corrección.

De acuerdo con lo anotado, se dispondrá que la Junta Médico Laboral Militar o de Policía que valoró al señor BRAYNER ALBERTO CARDONA GIL en diciembre 10 de 2015, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta decisión, establezca de manera concreta la fecha de estructuración de la invalidez del referido ciudadano, e informe oportunamente a la Subdirección de la Policía Nacional para lo de su cargo.
Finalmente, en lo referente al reconocimiento de la pensión de invalidez, en criterio de la Sala pese a que la entidad tenga un plazo de cuatro (4) meses para pronunciarse según lo tiene establecido la jurisprudencia, en atención a las particulares condiciones del caso, y a que el accionante tiene derecho a la misma, como lo indicó en su respuesta la Policía Nacional, por cuanto reúne los requisitos consagrados en el artículo 38
 del Decreto 1796 del 2000 y 2
 del Decreto 1157/14, debe dársele prioridad, toda vez que se trata de un sujeto de especial protección, calificado con una incapacidad del 100%, y quien presenta en la actualidad un delicado estado de salud.
De ese modo lo advirtió incluso la misma institución policial, y por ello en su respuesta indicó que ya fue elaborada la resolución de reconocimiento, la cual se encuentra pendiente de firma del Subdirector General de la entidad. No obstante, se ordenará que una vez se informe por parte de la Junta Médica Laboral Militar o de Policía la fecha de estructuración de la invalidez del señor BRAYNER ALBERTO CARDONA GIL, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes se proceda a expedir nuevamente la resolución de reconocimiento pensional, teniendo en consideración dicha fecha, y se le notifique al interesado dentro del término de ley.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELAN los derechos a la salud, a la seguridad social y al mínimo vital vulnerados al ciudadano BRAYNER ALBERTO CARDONA GIL.
SEGUNDO: SE ADOPTA como definitiva la medida provisional ordenada por esta Corporación en proveído de julio 12 de 2016, y en consecuencia se dispone que por parte de la Dirección Nacional de Sanidad y la Dirección Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, le presten en forma integral al señor CARDONA GIL los servicios de salud, en especial los que le sean prescritos por los galenos y especialistas tratantes con ocasión de la patología que actualmente presenta consistente en “tumor maligno del lóbulo medio, del bronquio o pulmón”, es decir, citas médicas especializadas, medicamentos, exámenes, cirugías, entre otros directamente relacionados con esa afectación.

TERCERO: SE ORDENA al Jefe de la Policía Nacional que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta determinación, se pronuncie mediante acto motivado acerca de la incapacidad generada al señor BRAYNER ALBERTO CARDONA GIL en septiembre 06 de 2012, y respecto de los demás certificados de esa naturaleza que debieron generarse durante el tiempo que perteneció a esa institución, por lo menos hasta que fue valorado por la Junta Médico Laboral Militar o de Policía.  

CUARTO: SE ORDENA a la Junta Médico Laboral Militar o de Policía que valoró al señor BRAYNER ALBERTO CARDONA GIL en diciembre 10 de 2015,  que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta decisión, establezca de manera concreta la fecha de estructuración de la invalidez del referido ciudadano, e informe oportunamente a la Subdirección de la Policía Nacional para lo de su cargo.

QUINTO: SE ORDENA al Subdirector de la Policía Nacional que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a que le sea informado por la Junta Médico Laboral Militar o de Policía la fecha de estructuración de la invalidez del señor BRAYNER ALBERTO CARDONA GIL, proceda a expedir nuevamente la resolución de reconocimiento pensional, teniendo en consideración dicha fecha, y notifique al interesado dentro del término de ley.  

SEXTO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ver sentencias T-418/13, T-745/13, T-804/13, T-499/14, T-681/14 entre otras. En la sentencia T-599/15 se dijo que: “ […] la dimensión de continuidad del derecho a la salud implica que las entidades encargadas de la prestación de las atenciones necesarias para que un paciente restablezca su estado de salud no se pueden suspender ni interrumpir, salvo que existan supuestos específicos que faculten a la entidad para adoptar tal decisión. En el caso de los sujetos de especial protección constitucional, el principio de continuidad en salud adquiere una mayor relevancia y protección, pues implica que los servicios se deben suministrar de manera prioritaria,  preferencial e inmediata a esta clase de pacientes. […]





� Sentencia T-089/15 “[…]Es menester precisar que en materia del régimen de salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni la Ley 352 de 1997 ni el Decreto 1795 de 2000 regulan expresamente lo concerniente a la desafiliación de quienes acceden a la prestación de los servicios, por consiguiente, es necesario acudir a normas constitucionales, como el artículo 29. En efecto, esta Corte ha indicado que la desafiliación de una persona del Sistema de Seguridad Social en Salud no puede hacerse en forma arbitraria ni unilateral, sino que, para ello, es necesario garantizar las reglas mínimas del debido proceso […]”


� “[…] Cuando mediante Junta Médico-Laboral o Tribunal Medico-Laboral de Revisión Militar y de Policía, haya sido determinada una disminución de la capacidad laboral igual o superior al 75%, ocurrida durante el servicio, el personal a que se refiere el presente artículo, tendrá derecho, mientras subsista la incapacidad, a una pensión mensual, valorada y definida de acuerdo con la reglamentación que expida para el efecto el Gobierno Nacional […]”


� “[…] Cuando mediante Acta de Junta Médico-Laboral y/o Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, realizada por los organismos médico laborales militares y de policía, se determine al Personal de Oficiales, Suboficiales, Soldados Profesionales y personal vinculado para la prestación del servicio militar obligatorio de las Fuerzas Militares y Oficiales, Suboficiales, miembros del Nivel Ejecutivo, Agentes y personal vinculado para la prestación del servicio militar obligatorio de la Policla Nacional, una disminución de la capacidad laboral igualo superior al cincuenta por ciento (50%) ocurrida en servicio activo, tendrán derecho a partir de la fecha del retiro o del vencimiento de los tres meses de alta cuando se compute como tiempo de servicio, mientras subsista la incapacidad, a que el Tesoro Público, les pague una pensión mensual, que será reconocida por el Ministerio de Defensa Nacional o por la Dirección General d […]”
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